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Consejo Sectorial de Infancia y Adolescencia, creado
por Orden de 11 de febrero de 1998 («Boletín Oficial
de La Rioja» del 19).

Consejo Sectorial de Exclusión Social, creado por
Orden 19/2000, de 22 de diciembre («Boletín Oficial
de La Rioja» de 2 de enero de 2001).

La normativa reguladora del Consejo Riojano de Ser-
vicios Sociales establecerá el régimen que corresponda
a los citados Consejos de carácter sectorial.

Disposición derogatoria única.

Queda derogada la Ley 2/1990, de 10 de mayo,
reguladora de los Servicios Sociales, y cuantas dispo-
siciones de igual o inferior rango se opongan a la pre-
sente Ley.

Disposición final primera. Habilitación normativa.

El Gobierno de La Rioja procederá al desarrollo regla-
mentario de esta Ley en el plazo de un año a contar
desde el día siguiente a la entrada en vigor de la misma.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el «Boletín Oficial de La Rioja».

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos cumplan
y cooperen al cumplimiento de la presente Ley y a los
Tribunales y Autoridades la hagan cumplir.

Logroño, 1 de marzo de 2002.

PEDRO SANZ ALONSO,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de La Rioja» núme ro 29, de 7
de marzo de 2002)

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE CASTILLA-LA MANCHA

6234 LEY 1/2002, de 7 de febrero, por la que se
modifica la Ley 3/1988, de 13 de diciembre,
de Ordenación de la Función Pública de la
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.

Las Cortes de Castilla-La Mancha han aprobado y
yo, en nombre del Rey, promulgo la siguiente Ley:

PREÁMBULO

Mediante la Ley 1/1999, de 4 de marzo, se dio una
nueva redacción a la disposición transitoria segunda de
la Ley 3/1988, de 13 de diciembre, de Ordenación de
la Función Pública de Castilla-La Mancha, en la que se
regulan los sistemas de acceso a la condición de fun-
cionario del personal laboral fijo que desempeñe con
carácter definitivo un puesto de trabajo que sea clasi-
ficado como propio de personal funcionario en las rela-
ciones de puestos de trabajo.

Como resultado de las negociaciones efectuadas
sobre esta materia, la Administración y los Sindica-
tos CC.OO. y ANPE suscribieron el «Acuerdo Adminis-
tración-Sindicatos de fecha 27 de julio de 2001 sobre
el proceso de funcionarización del personal laboral» en
el que se contienen las categorías profesionales que se
verán afectadas por lo dispuesto en la disposición tran-
sitoria segunda de la Ley 3/1988, de 13 de diciembre.

Las especiales particularidades funcionales que con-
curren en algunas de las categorías y especialidades
profesionales afectadas por el proceso de funcionariza-
ción, hace aconsejable la creación de nuevas Escalas
en la Administración Regional, con el fin de que en ellas
se integre el personal laboral que, perteneciendo a algu-
na de aquellas categorías y/o especialidades, supere los
correspondientes procesos selectivos, sin perjuicio de
que también se puedan integrar en las mismas los fun-
cionarios que desempeñen puestos de trabajo que ten-
gan atribuidas unas funciones similares a las de las cate-
gorías y especialidades que son objeto de integración.

La adopción de las anteriores medidas requiere efec-
tuar diversas modificaciones en la Ley 3/1988, de 13
de diciembre, de Ordenación de la Función Pública de
Castilla-La Mancha, así como en la Ley 7/2001, de 28
de junio, de Selección de Personal y Provisión de Puestos
de Trabajo, al objeto de conseguir una mayor eficacia
en la gestión de los recursos humanos, atribuyendo la
competencia para gestionar los procesos selectivos y
de provisión de puestos de trabajo a las Consejerías
donde están adscritos, de forma preferente o exclusiva,
los puestos de trabajo reservados a las Escalas existentes
en la Administración Autonómica.

Estas modificaciones se incardinan en el ámbito com-
petencial atribuido en los artículos 31.1.1.a y 39.3 del
Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha.

Artículo primero. Organización de los Cuerpos y Escalas.

El artículo 16 de la Ley 3/1988, de 13 de diciembre,
de Ordenación de la Función Pública de Castilla-La Man-
cha, queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 16.

Los Cuerpos y Escalas de la Administración de la
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, agrupados
de acuerdo con el nivel de titulación exigida para su
ingreso, son los siguientes:

GRUPO A

1. Cuerpo Superior, para cuyo ingreso se exige estar
en posesión del título de Doctor, Licenciado, Ingeniero,
Arquitecto o equivalentes. Dentro de este Cuerpo se
crean las siguientes Escalas:

1.1 Escala Superior de Sanitarios Locales, en la que
existirán las siguientes especialidades, siendo necesario
para su ingreso en cada una de ellas estar en posesión
de la titulación que respectivamente se indica:

Especialidad de Medicina: Título de Médico Especia-
lista en Medicina General y Comunitaria.

Especialidad de Veterinaria: Título de Licenciado en
Veterinaria.

Especialidad de Farmacia: Título de Licenciado en
Farmacia.

1.2 Escala Superior de Archivos, Bibliotecas y
Museos, en la que existirán las siguientes especialidades:

Especialidad de Archivos.
Especialidad de Bibliotecas.
Especialidad de Museos.
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1.3 Escala Superior de Sistemas y Tecnologías de
la Información.

1.4 Escala Superior Sociosanitaria, para cuyo ingre-
so se exige estar en posesión de alguna de las siguientes
titulaciones: Licenciado en Medicina o Licenciado en Psi-
cología o equivalentes.

GRUPO B

1. Cuerpo Técnico, para cuyo ingreso se exige estar
en posesión del título de Ingeniero Técnico, Diplomado
Universitario, Arquitecto Técnico o equivalentes. Dentro
de este Cuerpo se crean las siguientes Escalas:

1.1 Escala Técnica de Sanitarios Locales, para cuyo
ingreso es necesario estar en posesión de la titulación
de Diplomado en Enfermería.

1.2 Escala Técnica de Archivos, Bibliotecas y
Museos, en la que existirán las siguientes especialidades:

Especialidad de Archivos.
Especialidad de Bibliotecas.
Especialidad de Museos.
1.3 Escala Técnica de Sistemas e Informática.
1.4 Escala Técnica Sociosanitaria, para cuyo ingreso

se exige estar en posesión de alguna de las siguientes
titulaciones: Diplomado en Enfermería, Diplomado en
Trabajo Social, Diplomado en Fisioterapia, Diplomado en
Logopedia, Diplomado en Terapia Ocupacional, Educa-
dor Social y Maestro con alguna de las siguientes espe-
cialidades: Pedagogía Terapéutica, Audición y Lenguaje
o Educación Física.

1.5 Escala Educativa, para cuyo ingreso se exige
estar en posesión de alguna de las siguientes titulacio-
nes: Maestro con la especialidad de Educación Infantil
o equivalente.

GRUPO C

1. Cuerpo Ejecutivo, para cuyo ingreso se exige
estar en posesión del título de Bachiller, Técnico Superior
o equivalentes. Dentro de este Cuerpo se crean las
siguientes Escalas:

1.1 Escala Administrativa de Archivos y Bibliotecas.
1.2 Escala Administrativa de Informática.
2. Cuerpo de Agentes Mediambientales, para cuyo

ingreso se exige estar en posesión del título de Técnico
Superior en Gestión y Organización de los Recursos Natu-
rales y Paisajísticos.

GRUPO D

1. Cuerpo Auxiliar, para cuyo ingreso se exige estar
en posesión del título de Graduado en Educación Secun-
daria, Técnico o equivalentes. Dentro de este Cuerpo
se crea la Escala Auxiliar de Archivos y Bibliotecas.

2. Cuerpo de Guardería Forestal, para cuyo ingreso
se exige estar en posesión del título de Capataz Agrícola
en las especialidades forestales o cinegéticas y de con-
servación de la naturaleza.

GRUPO E

Cuerpo Subalterno, para cuyo ingreso se exige el Cer-
tificado de Escolaridad o acreditación de los años cur-
sados y de las calificaciones obtenidas en la Educación
Secundaria Obligatoria o equivalentes.»

Artículo segundo. Adscripción de puestos.

Uno. El apartado 3 del artículo 19 de la Ley 3/1988,
de 13 de diciembre, de Ordenación de la Función Pública

de Castilla-La Mancha, queda redactado de la forma
siguiente:

«3. Los puestos de trabajo serán de adscripción
indistinta para todos los funcionarios. Únicamente
podrán adscribirse con carácter exclusivo puestos de
trabajo a funcionarios de un determinado Cuerpo, Escala
o Especialidad cuando tal adscripción se derive nece-
sariamente de la naturaleza y de la función a desempeñar
en ellos y en tal sentido lo determine el Consejo de
Gobierno.

Los funcionarios pertenecientes a Cuerpos, Escalas
o Especialidades que tengan adscritos con carácter
exclusivo puestos de trabajo, sólo podrán acceder al
desempeño de aquellos otros que guarden relación fun-
cional con los a ellos reservados, siempre que así se
determine en las relaciones de puestos de trabajo.»

Dos. El párrafo primero del apartado 4 del artícu-
lo 19 de la Ley 3/1988, de 13 de diciembre, de Orde-
nación de la Función Pública de Castilla-La Mancha, que-
da redactado de la forma siguiente:

«Las relaciones de puestos de trabajo determinarán
los que sean de adscripción indistinta para los funcio-
narios de la Administración General del Estado, los de
las Comunidades Autónomas, los de las Entidades Loca-
les y los de las Cortes de Castilla-La Mancha.»

Artículo tercero. Integración de los funcionarios en los
Cuerpos y Escalas.

La disposición adicional segunda de la Ley 3/1988,
de 13 de diciembre, de Ordenación de la Función Pública
de Castilla-La Mancha, queda modificada en los términos
siguientes:

Uno. El último párrafo del apartado 1.a) quedará
redactado en los términos siguientes:

«En la Escala Superior de Sistemas y Tecnologías de
la Información se integrarán los funcionarios del grupo A
procedentes de Cuerpos o Escalas similares de otras
Administraciones Públicas, así como el personal laboral
perteneciente a la categoría de Titulado Superior Infor-
mática que supere el proceso selectivo que se convoque
en desarrollo de lo dispuesto en la disposición transitoria
segunda de esta Ley.»

Dos. Al apartado 1.a) se adiciona un nuevo párrafo
del siguiente tenor literal:

«En la Escala Superior Sociosanitaria se integrará el
personal laboral que supere el proceso selectivo que
se convoque en desarrollo de lo establecido en la dis-
posición transitoria segunda de esta Ley, pertenezca a
las especialidades de Medicina o Psicología de la cate-
goría de Titulado Superior y desempeñe sus funciones
en unidades o centros asistenciales y en centros de edu-
cación especial.

Igualmente podrán integrarse los funcionarios del
Cuerpo Superior que, a la fecha de publicación del nom-
bramiento como funcionarios de carrera de la Escala
Superior Sociosanitaria del personal al que se refiere
el párrafo anterior, se encuentren desempeñando con
carácter definitivo un puesto de trabajo perteneciente
a las áreas funcionales de Sanidad o Servicios Sociales
que esté adscrito a unidades o centros asistenciales,
para el que se requiera alguna de las titulaciones exigidas
para el ingreso en la misma, siempre que no pertenezcan
a otra Escala.»

Tres. El penúltimo párrafo del apartado 1.b) quedará
redactado en los siguientes términos:

«En la Escala Técnica de Sistemas de Informática se
integrarán los funcionarios del grupo B procedentes de
Cuerpos o Escalas similares de otras Administraciones
Públicas, así como el personal laboral perteneciente a
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la categoría de Diplomado Universitario Informática que
supere el proceso selectivo que se convoque en desarro-
llo de lo dispuesto en la disposición transitoria segunda
de esta Ley.»

Cuatro. Al apartado 1.b) se adicionan dos nuevos
párrafos del siguiente tenor literal:

«En la Escala Técnica Sociosanitaria se integrará el
personal laboral que supere el proceso selectivo que
se convoque en desarrollo de lo establecido en la dis-
posición transitoria segunda de esta Ley y pertenezca
a la categoría de Educador de Tareas Asistenciales y
Recuperadoras (ETAR), o a las especialidades de Enfer-
mería, Estimulador, Fisioterapeuta, Logopedia, Psicomo-
tricista, Terapia Ocupacional, Educador y Monitor Ocu-
pacional, correspondientes a la categoría de Diplomado
Universitario, siempre que desempeñe sus funciones en
unidades o centros asistenciales y en centros de edu-
cación especial.

Igualmente podrán integrarse los funcionarios del
Cuerpo Técnico que, a la fecha de publicación del nom-
bramiento como funcionarios de carrera de la Escala
Técnica Sociosanitaria del personal al que se refiere el
párrafo anterior, se encuentren desempeñando con
carácter definitivo un puesto de trabajo perteneciente
a las áreas funcionales de Sanidad o Servicios Sociales
que esté adscrito a unidades o centros asistenciales,
para el que se requiera alguna de las titulaciones exigidas
para el ingreso en la misma, siempre que no pertenezcan
a otra Escala.

En la Escala de Educación Infantil se integrará el per-
sonal laboral perteneciente a la categoría de Diplomado
Universitario, especialidad Educador de Infancia que
supere el proceso selectivo que se convoque en desarro-
llo de lo establecido en la disposición transitoria segunda
de esta Ley.»

Quinto. El último párrafo del apartado 1.c) quedará
redactado en los siguientes términos:

«En la Escala Administrativa de Informática se inte-
grarán los funcionarios del grupo C procedentes de Cuer-
pos o Escalas similares de otras Administraciones Públi-
cas, así como el personal laboral perteneciente a la cate-
goría de Administrativo Informática que supere el pro-
ceso selectivo que se convoque en desarrollo de lo dis-
puesto en la disposición transitoria segunda de esta Ley.»

Sexto. Al apartado 1.c) se adiciona un nuevo párrafo
del siguiente tenor literal:

«En la Escala Administrativa de Archivos y Bibliotecas
se integrará el personal laboral perteneciente a la cate-
goría de Técnico Auxiliar de Archivos y Bibliotecas que
supere el proceso selectivo que se convoque en desarro-
llo de lo establecido en la disposición transitoria segunda
de esta Ley.»

Séptimo. Al apartado 1.d) se adiciona un nuevo
párrafo del siguiente tenor literal:

«En la Escala Auxiliar de Archivos y Bibliotecas se
integrará el personal laboral perteneciente a la categoría
de Oficial de Archivos y Bibliotecas que supere el proceso
selectivo que se convoque en desarrollo de lo establecido
en la disposición transitoria segunda de esta Ley.»

Disposición adicional primera. Otras formas de integra-
ción.

El personal laboral que supere el proceso selectivo
que se convoque en desarrollo de lo establecido en la
disposición transitoria segunda de la Ley 3/1988, de
13 de diciembre, de Ordenación de la Función Pública
de Castilla-La Mancha, y no se encuentre incluido en
alguno de los apartados del artículo 3 de la presente
Ley, se integrará en los siguientes Cuerpos:

a) En el Cuerpo Superior, el personal laboral que
pertenezca a alguna de las categorías profesionales inte-
gradas en el grupo I del IV Convenio Colectivo para el
personal laboral de la Administración de la Junta de
Comunidades.

b) En el Cuerpo Técnico, el personal laboral que
pertenezca a alguna de las categorías profesionales inte-
gradas en el grupo II del IV Convenio Colectivo para
el personal laboral de la Administración de la Junta de
Comunidades.

c) En el Cuerpo Ejecutivo, el personal laboral que
pertenezca a alguna de las categorías profesionales inte-
gradas en el grupo III del IV Convenio Colectivo para
el personal laboral de la Administración de la Junta de
Comunidades.

d) En el Cuerpo Auxiliar, el personal laboral que per-
tenezca a alguna de las categorías profesionales inte-
gradas en el grupo IV del IV Convenio Colectivo para
el personal laboral de la Administración de la Junta de
Comunidades.

Disposición adicional segunda. Garantía del puesto de
trabajo.

Los procesos de integración en los Cuerpos o Escalas
previstos en la presente Ley no supondrán el cese en
el puesto de trabajo que los funcionarios tengan asig-
nado con carácter definitivo.

Disposición adicional tercera. Modificación de la Ley
7/2001, de 28 de junio, de Selección y Provisión
de Puestos de Trabajo.

Uno. El artículo 1.2 de la Ley 7/2001, de 28 de
junio, de Selección de Personal y Provisión de Puestos
de Trabajo, queda redactado de la siguiente forma:

«2. Los capítulos primero, segundo y tercero serán
de aplicación tanto a los funcionarios como al personal
laboral. Los capítulos cuarto y quinto sólo serán de apli-
cación a los funcionarios.»

Dos. La disposición adicional primera de la Ley
7/2001, de 28 de junio, de Selección de Personal y
Provisión de Puestos de Trabajo, queda redactado de
la siguiente forma:

«La convocatoria, aprobación de las bases y gestión
de los procesos selectivos para el ingreso en las Escalas
Superior y Técnica de Sanitarios Locales, así como de
los procedimientos de provisión de los puestos reser-
vados a las anteriores Escalas, corresponderá a la Con-
sejería de Sanidad.

La convocatoria, aprobación de las bases y gestión
de los procesos selectivos para el ingreso en la Escala
Superior de Archivos, Bibliotecas y Museos, especiali-
dades de Bibliotecas y Museos, y en la Escala Técnica
de Archivos, Bibliotecas y Museos, especialidades de
Bibliotecas y Museos, así como de los procedimientos
de provisión de los puestos reservados a estas espe-
cialidades, corresponderá a la Consejería de Educación
y Cultura.

La convocatoria, aprobación de las bases y gestión
de los procesos selectivos para el ingreso en las Escalas
Administrativas y Auxiliar de Archivos y Bibliotecas, así
como de los procedimientos de provisión de los puestos
reservados a estas Escalas, corresponderá a la Consejería
de Educación y Cultura.

La convocatoria, aprobación de las bases y gestión
de los procesos selectivos para el ingreso en los Cuerpos
de Agentes Medioambientales y de Guardería Forestal,
así como de los procedimientos de provisión de los pues-
tos reservados a estas Escalas, corresponderá a la Con-
sejería de Agricultura y Medio Ambiente.»
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Disposición transitoria. Plazo para el ejercicio de la
opción de integración.

Los funcionarios de los Cuerpos Superior y Técnico
afectados por lo dispuesto en los apartados dos y cuatro
del artículo tercero de la presente Ley deberán ejercer
la opción de integración en las Escalas Superior Socio-
sanitaria y Técnica Sociosanitaria, respectivamente, en
el plazo de tres meses a contar desde la publicación
del nombramiento como funcionarios de carrera de las
referidas Escalas del personal que supere los procesos
selectivos que se convoquen en desarrollo de lo esta-
blecido en la disposición transitoria segunda de la Ley
3/1988, de 13 de diciembre, de Ordenación de la Fun-
ción Pública de la Junta de Comunidades de Castilla-La
Mancha.

Disposición final. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el «Diario Oficial de Castilla-La Man-
cha».

Sin perjuicio de lo anterior, la aplicabilidad de las
Escalas Superior Sociosanitaria, Técnica Sociosanitaria,
Educativa, Administrativa de Archivos y Bibliotecas y
Auxiliar de Archivos y Bibliotecas quedará diferida a la
aprobación por el Consejo de Gobierno de la clasificación
de puestos a que se refiere el punto 1 de la disposición
transitoria segunda de la Ley 3/1988, de 13 de diciem-
bre, de Ordenación de la Función Pública de la Junta
de Comunidades de Castilla-La Mancha.

Toledo, 15 de febrero de 2002.

JOSÉ BONO MARTÍNEZ,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Castilla-La Mancha» número 23,
de 22 de febrero de 2002)

6235 LEY 2/2002, de 7 de febrero, por la que se
establecen y regulan las diversas modalidades
de viviendas de protección pública en Cas-
tilla-La Mancha.

Las Cortes de Castilla-La Mancha han aprobado y
yo, en nombre del Rey, promulgo la siguiente Ley:

PREÁMBULO

La exigencia social y jurídica de hacer efectivo el prin-
cipio social que establece el artículo 47 de la Consti-
tución, al reconocer el derecho de todos los españoles
a disfrutar de una vivienda digna y adecuada, la con-
veniencia de satisfacer necesidades no cubiertas por las
viviendas de protección oficial y la cada vez más impor-
tante aportación de recursos propios de la Comunidad
Autónoma a estos fines, conduce al establecimiento de
un régimen de viviendas que posibilite una mejor adap-
tación a las necesidades de los ciudadanos, y al propio
tiempo determine las características de las viviendas pro-
movidas sobre los patrimonios públicos de suelo o sobre
suelos en los que en virtud de la normativa urbanística
deban construirse viviendas con protección pública, en
aras a una mayor seguridad jurídica que proteja los inte-
reses públicos y de los usuarios, destinatarios últimos
de las medidas de apoyo y fomento a la vivienda.

La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha tiene
competencia exclusiva en materia de vivienda en virtud
de lo dispuesto en el artículo 31 de su Estatuto de Auto-
nomía, por lo que debe establecer sus propios instru-

mentos normativos tendentes a garantizar el acceso a
la vivienda para dar cumplimiento al mandato consti-
tucional que el artículo 47 dirige a los poderes públicos.
En ejercicio de esta competencia, el Consejo de Gobierno
de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha apro-
bó el 11 de enero de 2000 el III Plan Regional de Vivienda
y Suelo (2000-2003), que ratificaron las Cortes Regio-
nales el 30 de marzo de 2000.

En este contexto, la disposición adicional novena de
la Ley 4/1991, de 13 de diciembre, de Presupuestos
Generales de Castilla-La Mancha para 1992, en su apar-
tado 4, establece que los terrenos propiedad de las Admi-
nistraciones públicas y empresas públicas, o que se ena-
jenen por estas a partir de la entrada en vigor de esta
Ley, y que se incorporen al proceso de urbanización y
edificación de uso residencial, no podrán tener otro des-
tino que la construcción de viviendas sujetas a un régi-
men de protección pública o a otros usos de interés
social.

Esta medida ha sido de gran importancia, ya que ha
aumentado la oferta de suelo destinado a la construcción
de viviendas para la población con rentas más bajas,
es decir, con mayores dificultades a la hora de acceder
a una vivienda, pero al mismo tiempo, en aquellos casos
en los que la actuación sobre patrimonios públicos sea
sobre unidades completas de planeamiento, las nuevas
determinaciones favorecerán la formación de unidades
residenciales urbanas en las que se integren el mayor
número posible de sectores sociales.

En la misma línea, la Ley 2/1998, de 4 de junio,
de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística,
se refiere también, en sus artículos 6 y 79, a este tipo
de viviendas y establece, en su artículo 24, apartados
3 y 4, que los Planes de Ordenación Municipal de los
municipios superiores a los 20.000 habitantes, o incluso
de menos habitantes, si se dan determinadas circuns-
tancias, deberán establecer las determinaciones precisas
para garantizar que se destine el suelo suficiente para
la construcción de viviendas sujetas a un régimen de
protección pública que, cuando menos, habilite a la
Administración para tasar su precio, entendiéndose por
suelo suficiente, el que cubriese las necesidades pre-
visibles en el primer decenio de vigencia del Plan.

Por contra, el nuevo marco de ayudas estatales a
la vivienda establecido por el Real Decreto 1186/1998,
de 12 de junio, sobre medidas de financiación de actua-
ciones protegidas en materia de vivienda y suelo del
Plan 1998-2001, no incluye alguna de las figuras pro-
tegidas en planes de vivienda anteriores, como las vivien-
das a precio tasado, que cubrían a un importante sector
de demandantes de vivienda con una superficie mayor
que la de la vivienda de protección oficial, si bien, como
contrapartida, se refiere a la posibilidad de que las Comu-
nidades Autónomas regulen en sus ámbitos geográficos
otras viviendas con protección pública.

La necesidad de un marco referencial de actuación
propio en el sector público y protegido de vivienda, adap-
tado a las necesidades de Castilla-La Mancha, que con-
temple un amplio abanico de posibilidades a los agentes
intervinientes, tanto públicos como privados y sea ins-
trumento adecuado para el desarrollo de medidas con-
cretas de fomento de la promoción y construcción de
viviendas que las distintas Administraciones, en su ámbi-
to competencial adopten, ha motivado la elaboración
de la Ley.

La presente Ley, en coherencia con la legislación urba-
nística y de vivienda vigente, considera el suelo con des-
tino residencial de titularidad pública como un bien con
fines de interés social y por tanto, la propia utilización
de los mismos por los adquirentes de las viviendas, como
una ayuda implícita contenida en las propias plusvalías
que la comunidad cede.


